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I. Información relevante sobre el proceso: 

 

- Número de Expediente: 00673-2011-0-1001-JR-CI-01 

- Materia;    Prescripción Adquisitiva de Dominio 

- Apoderado:    Lastarria Gibaja, Luis Alberto 

- Curador:    Oblitas Huertas, Julio 

- Demandado: Representación de Alberto Gibaja Solís y Natalia 

Paiva Carreño 

- Demandante:  Lastarria Gibaja, María Teresa 

II. Relación de los hechos principales expuestos por las partes 

intervinientes en el proceso. 

 

a. Principales Hechos expuestos por la Demandante: 

 

i. Formula demanda de Prescripción Adquisitiva de Dominio sobre el 

Bien Inmueble Inmatriculado que se ubica en la Urbanización 

Mariscal Gamarra Bloque B-1, distrito, provincia y departamento de 

Cusco. 

 

ii. El bien perteneció originalmente a los fallecidos Don Alberto Gibaja 

Solís y Doña Natalia Paiva Carreño; señores abuelos de la 

demandante; por lo que la demanda se dirige contra quienes se 

apersonen con intereses en autos en representación de estos. 

 

iii. El bien fue adquirido por la pareja mencionada y está inmatriculado, 

sin embargo, no existe registro de propiedad, pues fue adquirido de 

la Empresa Nacional de Edificación ENACE-CUSCO; institución que 

no tiene ni registra documento alguno. 
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iv. La demandante cuenta con un documento de fecha 30 de enero de 

1986 que fue encontrado por sus padres, el cual consiste en una 

solicitud suscrita por su señor abuelo en la que requiere a la 

Empresa Nacional de Edificación ENACE-CUSCO, que el 

“Documento de Cancelación del Predio” sea entregado a los 

señores padre y madre de la demandante, sin embargo, este 

documento no fue expedido ni entregado. 

 

v. El señor abuelo de la demandante falleció en su condición civil de 

viudo el 10 de enero de 2000. 

 

vi. La recurrente refiere habitar el inmueble desde su nacimiento, 

asimismo, que más adelante es la única que se encargó del cuidado 

del inmueble, así como de las obligaciones generadas respecto de 

este, conforme le constaría a su señora madre. 

 

b. Principales Hechos expuestos por el Demandado (Curador Procesal que 

actúa en Representación de los que tengan interés en representación la 

pareja Alberto Gibaja Solís y Doña Natalia Paiva Carreño) 

 

i. Que la recurrente puede no ser la única beneficiaria del bien materia 

de litis, en atención al artículo 818° del Código Civil Peruano, en el 

que se estipula la igualdad de derechos sucesorios de los hijos. 

ii. Que, en caso el Juez de la causa decida resolver la presente sin 

atender el derecho sucesorio, esto podría acarrear diferentes 

conflictos o procesos realizados por los herederos cuyos derechos 

se verían vulnerados por una Sentencia favorable para la recurrente. 

iii. Los pagos del autovalúo ante la Municipalidad Provincial 

correspondiente no faculta a la recurrente como única propietaria del 

bien. 
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iv. Al no existir documentos que acrediten los derechos sobre el bien 

materia de litis a favor de la demandante, se hace improbable que 

esta sea la única beneficiaria del predio, ello a pesar de contar con 

vecinos que atestiguan la posesión del bien. 

v. La copia Xerográfica presentada por la demandante, puede haber 

sido suscrita por el señor abuelo fallecido, debido al 

desconocimiento de este sobre la normativa civil vigente sobre lo 

derecho sucesorio. 

III. Identificación y análisis de los principales problemas jurídicos del 

expediente. 

 

a. Dilucidar si la demandante cumple con los presupuestos requeridos 

por la legislación nacional vigente en su oportunidad para adquirir la 

condición de propietaria mediante prescripción adquisitiva de 

dominio 

Para abordar este tema es importante considerar lo expuesto por Avendaño 

V. y Avendaño A. respecto a la Prescripción Adquisitiva de Dominio: 

“Normalmente la propiedad vence a la posesión. Pero cuando el propietario 

no ejercita su derecho, y en cambio un no propietario posee un bien durante 

un tiempo determinado, la posesión derrota a la propiedad.” En cuanto a 

este fundamento de la Usucapión, es decir, al ser un castigo al propietario 

descuidado o no diligente, es que este poseedor no propietario necesita 

cumplir con determinados requisitos establecidos en la legislación para 

hacer prevalecer su posesión por sobre la propiedad de otro; al respecto el 

artículo 950° del Código Civil peruano establece: 

Artículo 950.- La propiedad inmueble se adquiere por 

prescripción mediante la posesión continua, pacífica y pública 

como propietario durante diez años. 
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Se adquiere a los cinco años cuando median justo título y 

buena fe. 

En ese sentido, podemos disgregar los requisitos para estar legitimado para 

adquirir un bien por prescripción adquisitiva en los siguientes: 

i. Posesión continua; el Segundo Pleno Casatorio Civil de la Corte 

Suprema de la República señala que: “esta continuidad es más que la 

no interrupción de la posesión, sino que, considerando los artículos 

904° y 953 del código Civil Peruano, se debe demostrar el ejercicio 

ininterrumpido o con interrupción menor a un (1) año o restituido por 

resolución judicial de actos posesorios vinculados a la cosa por el plazo 

previsto por la Ley”; a esto, podemos adicionar que la continuidad no 

es inherente a la persona pues en el artículo 898° se contempla la 

posibilidad que un poseedor puede adicionar su plazo al que le transfirió 

válidamente el bien, de modo que la posesión cesará para el 

transferente pero el receptor podrá contabilizar más tiempo que el que 

realmente ha ejercido como poseedor.  

 

Al respecto, podemos evidenciar que la demandante refiere haber 

habitado de manera continua el bien, desde su nacimiento, por ello no 

existió una entrega del bien sino un uso prolongado desde su faceta de 

menor de edad relativamente incapaz, por ello, no es factible 

determinar en qué momento inició su posesión como para evaluar 

luego la continuidad de esta. 

 

ii. Posesión pacífica; al respecto, Albaladejo García refiere que: “esta se 

dará cuando el poder de hecho sobre la cosa no se mantenga por la 

fuerza; por lo que, aún obtenida violentamente, pasa a haber posesión 

pacífica una vez que cesa la violencia que instauró el nuevo estado de 

la cosas” (ALBALADEJO GARCÍA, Madrid, 2004) 1 , sobre esto, Ricardo 

                                                             
1. Citado en el Segundo Pleno Casatorio Civil, referencia (41) 
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Geldres Campos indica: “La posesión pacífica hace referencia a que la 

adquisición de la posesión no se haya realizado de forma violenta (ya 

sea física o moral). Por tanto, el momento para analizar la verificación 

de dicho requisito es durante la adquisición de la posesión, mas no 

durante su permanencia. En tal orden de ideas, si un sujeto adquiere 

de forma violenta la posesión del bien, arrebatándoselo a su dueño, por 

ejemplo, no podrá adquirir por usucapión la propiedad de dicho bien, 

pues no se cumple con el requisito de la pacificidad” (GELDRES 

CAMPOS, 2017. Sitio Web LA LEY) cabe mencionar que existen 

sentencias en ambos sentidos, pero que el Segundo Pleno Casatorio 

mencionado en el punto i, cita al autor Albaladejo para ilustrar este 

requisito de Posesión Pacífica. 

 

Como ya se expuso, en el presente caso no existió una transferencia 

del bien, por lo que esta discusión jurídica es irrelevante en este caso, 

asimismo, de los actuados que obran en autos se puede advertir que 

no han existido hechos de violencia física o moral que alterarán la 

pacificidad de la posesión de la recurrente. 

 

iii. Posesión pública, Sobre esto, es importante considerar lo expuesto en 

el primer párrafo del literal a. de la parte III del presente documento, 

pues esta predilección de la posesión sobre la propiedad implica una 

contraposición de posturas, y el propietario a quien se pretende 

despojar de tal calidad requiere que la posesión ejercida por otro no 

sea clandestina sino conocida por todos o fácilmente conocible. 

 

En ese sentido, el presente caso cuenta con documentación testimonial 

que acreditan la publicidad con la que los señores abuelos de la 

recurrente, sus señores padres y, por ende, ella misma han ejercido 

actos posesorios sobre el bien materia de litis. 
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iv. Cumplir el plazo prescriptorio. Al respecto, considerando que los 

documentos presentados no constituyen un justo título2, el plazo de 

prescripción sería de 10 años, sin embargo, como se explicó en el punto 

i) de la presente sección, no es posible determinar cuando se inicia la 

posesión de la recurrente o si se inició en algún momento. 

v. Posesión como propietario. Sobre este punto se abordará ampliamente 

en el literal b. que se expone a continuación. Sin embargo, es oportuno 

mencionar que tanto este, como los requisitos previos, deben concurrir 

en el agente o parte demandante en el proceso de Prescripción 

Adquisitiva, y que, en este caso, la recurrente es la nieta del matrimonio 

Gibaja Paiva e hija del matrimonio Lastarria Gibaja. 

 

b. Determinación de la naturaleza de la posesión que ostenta la 

demandante 

 

En este punto se abordará y analizará el problema jurídico derivado de las 

alegaciones sobre la calidad de poseedora que refiere tener la recurrente 

y si este califica con el requisito de Poseer como Propietaria. 

 

En ese sentido, del escrito de demanda y de los anexos presentado se 

desprende que el señor abuelo materno de la Sra. Lastarria adquirió el bien 

materia del proceso de la Empresa Administradora de Inmuebles 

EMADIPERU, que posteriormente fue reemplazada por la Empresa 

Nacional de Edificación ENACE – CUSCO; inmueble que fue el domicilio 

de la Familia Gibaja Paiva, por ende, allí residía la Sra. Lourdes Gibaja hija 

de dicha relación y madre de la recurrente; posteriormente, esta contrajo 

nupcias y su esposo, el Sr. Renato Lastarria, recibió allí como ella; 

finalmente, la recurrente refiere vivir en ese mismo inmueble desde su 

                                                             
2 “acto jurídico válido cuya finalidad es transmitir la propiedad, pero que no lo hace por carecer de enajenante del 
derecho de propiedad. El título es ineficaz en cuanto a la adquisición de la propiedad, pero el adquirente entra a 
poseer amparado en el título” (Avendaño V y Avendaño A, 2019, p.88) 
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nacimiento, siendo que a la fecha de la interposición de la demanda, los 

abuelos de esta se encuentran fallecidos y ella refiere habitar el inmueble 

con su señora madre. 

 

En ese marco, es pertinente considerar las dos teorías posesorias más 

importantes, las cuales son explicadas por Jorge Avendaño V. y Francisco 

Avendaño A. de la siguiente manera: 

 

“(…) Para Savigny; los elementos de la posesión son dos: el corpus 

y el animus. (…) 

El primer elemento supone el contacto físico con la cosa, Este 

contacto concurre generalmente con otro hecho: la posibilidad 

material de hacer de la cosa lo que se quiere, sin injerencia extraña. 

Puede ocurrir, sin embargo, que exista la facultad de disponer de la 

cosa sin que medie contacto. 

(…) 

El animus es en rigor el animus domini; es decir, la intención de 

ejercer el derecho de propiedad. Esto significa no reconocer el 

derecho de propiedad de otro. En consecuencia, quien goza del 

corpus en los términos referidos anteriormente, debe además tener 

la cosa para sí, con ánimo de propietario. (…), la posee tanto el 

propietario como el ladrón, ya que ambos tienen animus domini. 

Ninguno de ellos reconoce con sus actos la propiedad de otro, 

aunque sepa o crea que no es el propietario. En cambio, un 

arrendatario o un prestatario no son poseedores sino meros 

detentadores o poseedores precarios  

porque carecen de animus domini. 

En la doctrina de Ihering los dos elementos no aparecen tan 

diferenciados como en la concepción de Savigny. Ihering dice que 

para saber cuándo hay posesión es necesario preguntarse cómo 
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actúa habitualmente un propietario en relación con la cosa.” 

(AVENDAÑO V., Jorge y AVENDAÑO A. Lima. 2019.p 29-31) 

Considerando ello, estos autores explican como el Código Civil Peruano 

vigente recoge ambas doctrinas: 

(…) nuestro actual Código Civil de 1984, acogió la doctrina de 

Ihering. 

(…) 

Sin embargo, el animus domini no ha sido descartado por el Código 

Civil peruano. Está presente, aunque remotamente, en el artículo 

905°, que clasifica la posesión en mediata e inmediata; y lo está con 

mayor claridad en los artículos 950° y 951°, que exigen posesión 

“como propietario” – es decir, con animus domini- para adquirir un 

bien por prescripción”. 

Por tanto, en el marco de la doctrina de Ihering, el artículo 896° del referido 

cuerpo legal señala que la posesión es: 

“Artículo 896.- La posesión es el ejercicio de hecho de uno o más 

poderes inherentes a la propiedad.” 

Con ello, teniendo en cuenta que el uso es uno de los poderes inherentes 

a la propiedad, inicialmente podríamos interpretar que, en el sentido lato de 

la noción de posesión, la recurrente es poseedora, pues indudablemente 

esta usa el bien inmueble; sin embargo, para estar legitimado para actuar 

en un proceso de Prescripción Adquisitiva de Dominio, como también 

indican Jorge Avendaño V. y Francisco Avendaño A., el poseedor requiere 

tener animus domini: 

“Artículo 950.- La propiedad inmueble se adquiere por prescripción 

mediante la posesión continua, pacífica y pública como propietario 

durante diez años. (…)” 
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En ese marco deberá analizarse como se inicia esta posesión, sobre lo cual 

la recurrente refiere que su familia ya ocupada el inmueble materia de litis 

antes de su nacimiento, por lo que ella ha residido en dicho inmueble 

durante todos los años de su vida; en ese contexto, deberá tomarse en 

cuenta lo expuesto por el representante de la parte demandada respecto a 

la posibilidad que la señora madre de la recurrente tenga hermanos con 

legítimo interés en el inmueble, en el marco del derecho sucesorio y con 

ello la importancia del artículo 985° del Código Civil peruano vigente: 

“Artículo 985.- La acción de partición es imprescriptible y ninguno de 

los copropietarios ni sus sucesores pueden adquirir por prescripción 

los bienes comunes.” 

Sin embargo, en autos no se corrobora la existencia de tíos o tías de la 

recurrente, por ende, este argumento no podría, por sí solo, determinar el 

sentido de la Sentencia a emitirse. 

Por otro lado, si considero los hechos expuestos y corroborados por la 

recurrente, sobre estar poseyendo el bien por haber nacido en este, pues 

el inmueble fue adquirido por los abuelos maternos de esta; podemos inferir 

que la posesión que está ejerciendo la recurrente inicia como una extensión 

de la posesión de sus abuelos y posteriormente de sus padres, de modo 

que no existe un acto que marque el inicio a la posesión; por ello, el artículo 

897° Código Civil cobra relevancia en este caso al establecer: 

Artículo 897.- No es poseedor quien, encontrándose en relación de 

dependencia respecto a otro, conserva la posesión en nombre de 

éste y en cumplimiento de órdenes e instrucciones suyas.” 

   Este criterio es recogido en el Segundo Pleno Casatorio Civil – Casación 

   N° 2229-2008-Lambayeque. 

El artículo 897° del Código Civil, de acuerdo a Martin Mejorada Chauca,  
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“(…) no solo es útil porque permite distinguir donde la apariencia de 

las conductas no siempre lo hace, sino porque de esta forma el 

servidor no podrá presentar como propias las consecuencias de los 

actos posesorios realizados por encargo, sobre todo no podrá 

oponerlos a quien realizó el encargo. Este último es el verdadero 

poseedor.” 

Este autor sostiene que es muy sencillo aparentar tener posesión; por ello, 

es importante que las normas establezcan cuando esta apariencia no es 

suficiente para acreditar la calidad de poseedor, como en el caso del 

servidor de la posesión, quien a primera vista ejerce posesión sobre el bien, 

sin embargo, esta posesión no califica para adquirir el bien por Prescripción 

pues no es el real poseedor, es decir, aquel que no solo usa sino que es 

pasible de obtener mayores frutos o beneficios sobre el bien, 

independientemente de quien, a la fecha, se encuentre en mejor posición 

económica para asumir el cumplimiento de obligaciones tributarias que 

genera el bien o de costos de servicios públicos. 

 

c. Consideraciones a la luz de la modificación del Texto Único Ordenado 

del Código Procesal Civil; realizada mediante el Decreto Legislativo 

N° 1384 Decreto Legislativo que reconoce y regula la capacidad 

jurídica de las personas con discapacidad en igualdad de 

condiciones. 

De acuerdo a los documentos que obran en el expediente material del 

presente informe, el o los emplazado (s) son indeterminados o inciertos, 

pues se demanda contra la representación del señor Alberto Gibaja Solís y 

la señora Natalia Paiva Carreño, en consecuencia, corresponde aplicar el 

artículo 435 del TUO del Código Procesal Civil (TUO del CPC) y por ende 

a lo dispuesto en los artículos 165, 167 (antes de su modificación del año 

2014) y 168, razón por la cual se realizó notificación por edicto durante 3 

días, tanto en el Diario Oficial “El Peruano” como en un diario de mayor 
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circulación. Sin embargo, al no haberse apersonado alguna persona con 

legítimo interés en la causa, se hizo efectivo el apercibimiento de designar 

un curador procesal. 

En ese marco, considerando que la Sentencia de primera instancia, emitida 

por el 1° Juzgado Civil – Sede Central de la Corte Superior de Justicia de 

Cusco, falló declarando FUNDADA la demanda y, toda vez que el 

emplazado, representado por un curador procesal, no interpuso apelación 

se accionó lo dispuesto en el artículo 408° del TUO del CPC; que 

estipulaba: 

“Procedencia de la consulta 

Artículo 408.- La consulta sólo procede contra las siguientes 

resoluciones de primera instancia que no son apeladas: 

1.  La que declara la interdicción y el nombramiento de tutor o 

curador; 

2. La decisión final recaída en proceso donde la parte perdedora 

estuvo representada por un curador procesal; 

3.  Aquella en la que el Juez prefiere la norma constitucional a una 

legal ordinaria; y, 

4.  Las demás que la ley señala. 

También procede la consulta contra la resolución de segunda 

instancia no recurrida en casación en la que se prefiere la norma 

constitucional. En este caso es competente la Sala Constitucional y 

Social de la Corte Suprema.” (Resaltado es nuestro) 

Respecto de la “Consulta”, la División de Estudios Jurídicos de Gaceta 

Jurídica señala: “La consulta es un instrumento procesal de control de 

resoluciones judiciales por el cual la instancia superior conoce en ciertos 

casos expresamente contemplados en la ley lo resuelto por el inferior 
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jerárquico, que no ha sido objeto de impugnación por parte de los 

justiciables o sus representantes. Para tal efecto son elevados los autos de 

oficio por el Juez ad quo” (División de Estudios Jurídicos de Gaceta 

Jurídica. 2015. p. 745) 

Asimismo, esta institución cita algunas resoluciones judiciales como: 

“... La consulta es un mecanismo legal obligatorio destinado a la 

revisión de oficio de determinadas resoluciones judiciales cuya 

finalidad es la de aprobar y desaprobar el contenido de ellas 

previniendo el cometer irregularidades, malas prácticas legales o 

erróneas interpretaciones jurídicas, toda vez que la finalidad 

abstracta del proceso es la de lograr la paz social en justicia...” 

(Casación Nro. 2279-99 / Callao, publicada en el Diario Oficial El 

Peruano el 17-09-2000, pág. 6299). 

Como se aprecia, los aspectos principales de la Consulta contenida en el 

artículo 408° del TUO del CPC son i) que las instancias está obligadas a 

realizarla, en los casos prescritos por la norma; ii) que los supuestos que 

generan la Consulta deben ser determinados por la Ley, ya sea por que 

estén contenidas en el CPC o porque leyes posteriores que establezcan 

nuevos supuestos; y finalmente, iii) que su ratio legis consiste en la revisión 

de oficio de fallos para evitar irregularidades, malas prácticas legales o 

interpretaciones erróneas que afectan a la sociedad en su conjunto.  

En ese sentido, cuando una Sentencia falla contra la parte que fue 

representada por un Curado procesal (numeral 2 del art. 408° mencionado), 

la legislación presumía que, a fin de salvaguardar el derecho de defensa 

del emplazado indeterminado, incierto o que se desconoce su domicilio o 

residencia, el juez ad quem debía hacer una revisión de la sentencia no 

apelada por el curador procesal, máxime si los honorarios de este 

representante son asumidos por la parte beneficiada con el fallo y por ende, 

beneficiada por la no apelación de este. 
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Sin embargo, con fecha 3 de setiembre de 2018, se publicó el Decreto 

Legislativo N° 1384, que “Reconoce y regula la capacidad jurídica de las 

personas con discapacidad en igualdad de condiciones.”, cuyo artículo 4° 

dispone la modificación de múltiples artículos del TUO del Código Procesal 

Civil, entre ellos, el artículo 408° quedando de la siguiente manera: 

“Procedencia de la consulta. - 

Artículo 408.- La consulta sólo procede contra las siguientes 

resoluciones de primera instancia que no son apeladas: 

1. La que declara la interdicción y el nombramiento de tutor o 

curador. 

2. La que declara la interdicción y el nombramiento de tutor, 

curador o designación de apoyo;"(Resaltado es nuestro) 

Esta modificación elimina el supuesto que se aplicó para que la sentencia 

de primera instancia en el expediente materia del presente informe, sea 

remitida a la 1° Sala Civil de la Corte Superior de Justicia de Cusco, la cual, 

como se verá en la parte IV del presente, revocó el primer fallo por 

considerarlo no acorde a Derecho; en consecuencia, si un caso similar al 

expuesto en este informe ocurriese en la actualidad, no podría ser revisado 

por el juez ad quem, pues aunado al cambio normativo, el Pleno 

Jurisdiccional Nacional Civil y Procesal Civil del año 2019 ha adoptado un 

criterio de literalidad del actual artículo 408, y por ende, considera eliminado 

el supuesto del numeral 2 que estaba vigente antes de la modificación. 

Al respecto, resulta interesante analizar la modificatoria mencionada, pues 

es un evidente error material en el que se consignó el numeral 2 cuando 

debió consignarse en numeral 1; sin embargo, considero que no se podría 

aplicar control difuso a la norma porque no habría una contravención a la 

Constitución, más aún, si analizamos el numeral 3 del artículo 139° de la 

Constitución Política del Perú, este establece que: 
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“Artículo 139.- Son principios y derechos de la función 

jurisdiccional:  

(…) 

3. La observancia del debido proceso y la tutela jurisdiccional. 

Ninguna persona puede ser desviada de la jurisdicción 

predeterminada por la ley, ni sometida a procedimiento 

distinto de los previamente establecidos, ni juzgada por 

órganos jurisdiccionales de excepción ni por comisiones 

especiales creadas al efecto, cualquiera sea su 

denominación.” (Resaltado es nuestro) 

 

En ese sentido, inaplicar la modificación y, en consecuencia, elevar la 

resolución en Consulta, así como su procedencia, sería un procedimiento 

distinto al establecido por la norma, que devendría en una vulneración al 

Derecho al debido proceso, pues el recurrente que actualmente inicie un 

proceso en el cual el emplazado sea indeterminado o incierto, etc.; lo haría 

sin tener en cuenta un numeral derogado, sino los que actualmente se 

encuentran vigentes.  

IV.  Posición fundamentada sobre las resoluciones emitidas y los problemas 

jurídicos identificados  

 

a. Resolución N° 17: Sentencia – 1°Juzgado Civil – Sede Central 

Al respecto, iniciaremos evaluando si la demanda interpuesta cumple con 

los presupuestos procesales de la acción en cuanto a la forma, para ello 

adjunto el Cuadro N° 1 con los requisitos establecidos en el artículo 424 del 

TUO del CPC: 
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REQUISITO DEL ART. 424 
CUMPLE:  

SI/NO/NO APLICA 

1. La designación del Juez ante 

quien se interpone. 
Sí  

2. El nombre, datos de identidad, 

dirección domiciliaria, domicilio 

procesal del demandante y el 

domicilio procesal electrónico, 

constituido por la casilla electrónica 

asignada por el Poder Judicial de 

acuerdo a la Ley 30229. 

Sí  

4. El nombre y dirección domiciliaria 

del demandado. Si se ignora esta 

última, se expresará esta 

circunstancia bajo juramento que se 

entenderá prestado con la 

presentación de la demanda. 

No aplica. Al ser un 

demandado 

indeterminado o 

incierto, no 

corresponde remitir 

declaración jurada 

sobre 

desconocimiento de 

domicilio. 

5. El petitorio, que comprende la 

determinación clara y concreta de lo 

que se pide. 

Sí  

6. Los hechos en que se funde el 

petitorio, expuestos 

enumeradamente en forma precisa, 

con orden y claridad. 

Sí  

7. La fundamentación jurídica del 

petitorio. 
Sí  
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9. El ofrecimiento de todos los 

medios probatorios. 
Sí  

10. La firma del demandante o de su 

representante o de su apoderado y la 

del abogado, la cual no será exigible 

en los procesos de alimentos y de 

declaración judicial de paternidad. El 

secretario respectivo certificará la 

huella digital del demandante 

analfabeto 

Sí  

 

 

Igualmente, en cuanto a los anexos que acompañen la demanda, el artículo 

425° del mismo código, adjunto el Cuadro N° 2: 

REQUISITO DEL ART. 424 
CUMPLE: SI/NO/NO 

APLICA 

1. Copia legible del documento de 

identidad del demandante y, en su 

caso, del representante. 

Sí 

5. Los documentos probatorios. Si 

el demandante no dispusiera de 

algún medio probatorio, describe 

su contenido, indicando con 

precisión el lugar donde se 

encuentran y solicitando las 

medidas pertinentes para su 

incorporación al proceso. 

Sí 
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Asimismo, el proceso abreviado de Prescripción Adquisitiva de Dominio, 

requiere de requisitos especiales adicionales a los mencionados líneas 

arriba, por ello adjuntamos el Cuadro N° 3: 

REQUISITO DEL ART. 505 
CUMPLE: SI/NO/NO 

APLICA 

1. Se indicará en todo caso: el tiempo de la 

posesión del demandante y la de sus 

causantes; la fecha y forma de adquisición; 

la persona que, de ser el caso, tenga 

inscritos derechos sobre el bien; y, cuando 

corresponda, los nombres y lugar de 

notificación de los propietarios u ocupantes 

de los bienes colindantes. 

Sí 

2. Se describirá el bien con la mayor 

exactitud posible. En caso de inmueble se 

acompañarán: planos de ubicación y 

perimétricos, así como descripción de las 

edificaciones existentes, suscritos por 

ingeniero o arquitecto colegiado y 

debidamente visados por la autoridad 

municipal o administrativa correspondiente, 

según la naturaleza del bien; y, cuando sea 

el caso, certificación municipal o 

administrativa sobre la persona que figura 

como propietaria o poseedora del bien.  El 

Juez podrá, si lo considera necesario, exigir 

la presentación de los comprobantes de 

pago de los tributos que afecten al bien. 

Sí 
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3. Tratándose de bienes inscribibles en un 

registro público o privado, se acompañará, 

además, copia literal de los asientos 

respectivos de los últimos diez años, si se 

trata de inmuebles urbanos, o de cinco años 

si se trata de inmuebles rústicos o bienes 

muebles, o certificación que acredite que los 

bienes no se encuentran inscritos. 

No, cabe mencionar 

que la recurrente indica 

que el bien materia de 

litis está inmatriculado. 

4. Se ofrecerá necesariamente como prueba 

la declaración testimonial de no menos de 

tres ni más de seis personas, mayores de 

veinticinco años, sin perjuicio de los demás 

medios probatorios que se estime 

pertinentes. 

Sí 

 

De lo expuesto, podemos identificar si la recurrente cumple con estos 

presupuestos procesales de forma3: 

▪ Juez Competente, tendremos en cuenta que el proceso de 

Prescripción Adquisitiva de Dominio se tramita en un Proceso 

Contencioso, específicamente en el Proceso Abreviado, de acuerdo 

a lo estipulado en el numeral 2 del artículo 486° del TUO del CPC; 

considerando ello, el Juez competente para este proceso se 

establece en el artículo 488° del dicho cuerpo legal, siendo el Juez 

Civil el llamado a dirimir la controversia, presupuesto que es 

cumplido por la recurrente al presentar la demanda, asimismo, al ser 

el Juez Civil del Distrito Judicial de Cusco, también cumple con el 

requisito de territorialidad. 

                                                             
3 RIOJA BERMUDEZ, Alexander. Presupuestos procesales y condiciones de la acción en el proceso civil. Blog PUCP. 
2009. Recuperado de http://blog.pucp.edu.pe/blog/seminariotallerdpc/2009/10/15/presupuestos-procesales-y-
condiciones-de-la-accion-en-el-proceso-civil/  

http://blog.pucp.edu.pe/blog/seminariotallerdpc/2009/10/15/presupuestos-procesales-y-condiciones-de-la-accion-en-el-proceso-civil/
http://blog.pucp.edu.pe/blog/seminariotallerdpc/2009/10/15/presupuestos-procesales-y-condiciones-de-la-accion-en-el-proceso-civil/
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En consecuencia, considero que es correcto que el Juez ad quo 

considere cumplido este presupuesto. 

 

▪ Capacidad procesal, de los actuados se desprende que la recurrente 

es una persona con capacidad de ejercicio. Por ende, es correcto 

que la sentencia haya considerado cumplido este presupuesto. 

 

▪ Requisitos de la Demanda, sin perjuicio de cumplir con los requisitos 

del artículo 424° y los anexos del 425, como se expuso en los 

cuadros líneas arriba, la Prescripción Adquisitiva de Dominio 

presenta requisitos adicionales a estos; como es el numeral 3 del 

Art. 505, donde se requiere copia literal de los asientos registrales 

respectivos de los últimos diez años, los cuales no se adjuntaron a 

la demanda pero se debió remitir, toda vez que la recurrente refiere 

que el bien se encuentra inmatriculado, sin embargo, adjunta 

certificados negativos del registro de predios pertenecientes a sus 

señores Abuelos, por lo que es preciso indicar que no existe un 

predio registrado que indique al señor Alberto Gibaja Solís como 

propietario del predio. 

Al respecto, la Sentencia de primera instancia no realiza análisis 

alguno sobre esta situación de inmatriculación expuesta en la 

demanda y considero que era pertinente esclarecer si el bien, que 

según la recurrente está inmatriculado tiene registrada a alguna 

persona natural o jurídica como propietaria. 

Por otro lado, en cuanto a los presupuestos procesales de fondo4 debemos 

considerar: 

                                                             
4 RIOJA BERMUDEZ, Alexander. Presupuestos procesales y condiciones de la acción en el proceso civil. Blog PUCP. 
2009. Recuperado de http://blog.pucp.edu.pe/blog/seminariotallerdpc/2009/10/15/presupuestos-procesales-y-
condiciones-de-la-accion-en-el-proceso-civil/ 

http://blog.pucp.edu.pe/blog/seminariotallerdpc/2009/10/15/presupuestos-procesales-y-condiciones-de-la-accion-en-el-proceso-civil/
http://blog.pucp.edu.pe/blog/seminariotallerdpc/2009/10/15/presupuestos-procesales-y-condiciones-de-la-accion-en-el-proceso-civil/
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▪ Existencia del derecho que tutela la pretensión procesal, al respecto 

la Prescripción Adquisitiva de Dominio es una modalidad de para 

adquirir la propiedad de un bien, reconocida por el ordenamiento 

jurídico, por ende, la recurrente cumple este requisito.  

Esto es indicado por la Sentencia de primera instancia también. 

 

▪ El interés para obrar, como la demandante explica en la demanda, 

se encuentra poseyendo de facto el bien y asumiendo las 

obligaciones tributarias de este, asimismo, el predio es su domicilio 

o vivienda, por ello, la recurrente tiene interés en que se le declare 

propietaria por Prescripción Adquisitiva.  

Esto no es abordado por la Sentencia del ad quo, pero se puede 

concluir que lo considera cumplido por la recurrente 

▪ Pretensión procesal que no haya caducado, es pertinente indicar 

que la Prescripción Adquisitiva puede ser interpuesta en cualquier 

momento posterior a cumplir con el plazo que estipule la norma 

como plazo prescriptorio. 

Este punto tampoco es abordado por la Sentencia mencionada. 

 

▪ Legitimidad para Obrar, sobre este tema, la Sentencia es poco clara, 

pues no hace una evaluación de cada requisito de manera 

ordenada, prueba de ello son los argumentos Sexto, Séptimo y 

Octavo, en los cuales se indica que la recurrente cumple con los 

requisitos de manera reiterativa pero no explica claramente porqué 

la demandante cumpliría con cada uno de los requisitos. 

Sin perjuicio de ello, en la Sentencia se puede identificar elementos 

que, al parecer, el Juzgador consideró suficientes para generar 

convicción sobre algunos requisitos: 

o Las declaraciones testimoniales de vecinos 

o Los comprobantes de pagos de tributos del predio. 
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o Los comprobantes o recibos de pago de servicios 

básicos 

o Que durante el presente proceso no hubo algún 

apersonamiento de alguien que se oponga a la 

adquisición del bien por Prescripción que solicita la 

recurrente. 

En ese sentido, considero que la Sentencia de primera instancia emitida 

por el 1° Juzgado Civil de la Corte Superior de Justifica de Cusco, adolece 

de inconsistencias en la motivación que justifica el Fallo a favor de la 

recurrente, toda vez que, los medios probatorios que parecen haberle 

generado convicción que la recurrente cumplía con todos los requisitos, 

podrían, como máximo atender los requisitos de Continuidad, Publicidad  y 

Pacificidad, sin embargo, el de ser “poseedor que actúa como propietario”, 

no son analizados a la luz de las circunstancias en las que esta entró el 

contacto con el bien, análisis que los hubiera confrontado con el artículo 

897° del Código Civil Peruano; asimismo, se desconoce el Segundo Pleno 

Casatorio Civil – Casación N° 2229-2008/Lambayeque.  

En consecuencia, me encuentro en desacuerdo con el Fallo emitido en la 

Sentencia de Primera Instancia del presente caso. 

b. Resolución N° 22: Sentencia de Vista – 1°Sala Civil – Sede Central 

La Sentencia de Vista, es emitida por haber sido remitida en Consulta, en 

atención al numeral 2 del artículo 408° del TUO del CPC. 

Al respecto, Edgar Escobar López: “Los recursos y la consulta buscan un 

mismo resultado , cual es la revisión de la decisión judicial por el superior 

para saber si el derecho fue debidamente interpretado y la ley justamente 

aplicada, sin embargo, la consulta, a diferencia de los recursos no es un 

derecho ni una acción de libre arbitrio o disposición de las partes, sino que 

es un imperativo del legislador con carácter obligatorio que orden al Juez, 
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sin petición alguna, que determinadas resoluciones deban ser revisadas 

por el superior5” (ESCOBAR LÓPEZ,1990, p. 102) 

Esta Sentencia, si bien tampoco repara en la falta de documentación 

registral sobre la inmatriculación del predio, ni en si se cumplen los 

requisitos de Continuidad, Pacificidad y Publicidad; sí hace una evaluación 

sobre si, por lo expuesto en el expediente, la recurrente puede ser 

considerada poseedora con legitimidad para obrar en esta causa; así lo 

expresa en el Cuarto considerando, donde, en un argumento similar al 

expuesto por el Curador Procesal de la parte demandada, se cuestionan la 

posible existencia de tío, tía, tíos o tías, quienes junta a la señora madre de 

la recurrente, serían copropietarios del bien que fue originalmente ocupado 

por el matrimonio Gibaja Paiva; en cuyo caso se accionaría el artículo 985° 

del Código Civil que señala: “La acción de partición es imprescriptible y 

ninguno de los copropietarios ni sus sucesores pueden adquirir por 

prescripción los bienes comunes”, con lo que la recurrente no tendría 

legitimidad para obrar, sin embargo, mientras se considere a la madre como 

única hija del matrimonio Gibaja Paiva este artículo es inaplicable. 

Por otro lado, sí considero pertinente considerar que la recurrente tiene un 

hermano, quien se apersonó al proceso como apoderado de esta, en ese 

marco, resulta aún más relevante, analizar la naturaleza de la posesión que 

ejerce la demandante; como bien lo realizar el 1° Juzgado Civil; pues de 

declarase la Prescripción Adquisitiva a favor de la demandante, el 

fallecimiento de su señora madre podría significar una vulneración al 

derecho de su hermano respecto de la masa hereditaria de esta. 

Finalmente, la Sala recoge el criterio que se ha establecido en el Segundo 

Pleno Casatorio Civil; criterio que, en base a lo expuesto por la demandante 

durante el proceso, la califica como una Servidora de la Posesión, y por 

                                                             
5Citado por SAN MARTÍN CASTRO, Cesar. Derecho Procesal Penal. Vo. I. Grijley, citado por LEDESMA NARVAEZ, 
Marianella. “Consulta” – Art. 408”. Comentarios al Código Procesal Civil. Gaceta Jurídica. Quinta Edición. Tomo II. 
Lima 2015. p. 272-275. 
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ende no legitimada para adquirir el bien materia de litis mediante 

Prescripción Adquisitiva. 

En ese marco, considero que la Sala toma una decisión ajustada a derecho 

y debidamente motivada cuando desaprueba la Sentencia del juez ad quo 

y la reforma declarándola IMPROCEDENTE; pues considero que este 

debió ser el sentido del fallo en la primera instancia. 

c. Casación 885-2014 Cusco – Sala Transitoria – Corte Suprema de 

Justicia de la República 

 

En la Casación mencionada, la Sala, de manera correcta inicia analizando 

si al Recurso interpuesto con el demandante cumple con los requisitos de 

admisibilidad contemplados en el artículo 387° del TUO del CPC; los cuales 

cumple, pues se impugna una Sentencia emitida por una Sala Superior; el 

escrito fue presentado ante el órgano jurisdiccional que emitió la Sentencia, 

dentro del plazo establecido y adjuntando las tasas judiciales pertinentes. 

 

Posteriormente, la Sala Civil Transitoria enfatiza en la naturaleza del 

Recurso de Casación, en ese sentido, el Manual de Derecho Procesal Civil6 

citado con anterioridad se señala también que: “A través del recurso de 

casación se fiscaliza, por un lado, el quehacer judicial en la aplicación de 

la ley, y, por otro, se salvaguarda la uniformidad de ésta y la de la 

jurisprudencia nacional, resultando un instrumento de gran utilidad para 

lograr la seguridad jurídica y la igualdad de las personas ante la ley. Sirve, 

entonces, el recurso de casación, no para cautelar simplemente intereses 

particulares y específicos de las partes, sino principalmente para velar por 

la correcta aplicación del derecho objetivo y la integridad del ordenamiento 

jurídico y de la jurisprudencia nacional vinculante, cumpliendo así una 

función protectora del interés público.” 

                                                             
6 DIVISIÓN DE ESTUDIOS JURÍDICOS DE GACETA JURÍDICA. Manual del Proceso Civil: Todas las figuras procesales a 
través de sus fuentes doctrinarias y jurisprudenciales. Gaceta Jurídica. Lima. 2015. p. 819 



25  

 

 

En ese marco, se procede a analizar si el recurso interpuesto cumple con 

los requisitos de Procedencia establecidos en el artículo 388° del TUO del 

CPC que para el presente caso aplicarían los requisitos de los numerales 

2, 3 y 4, es decir: 

 

2) describir con claridad y precisión la infracción normativa o el 

apartamiento del precedente judicial; al respecto, el recurso de 

Casación interpuesto por la recurrente indica que existe tanto una 

vulneración a la norma subjetiva (debido proceso) como a la norma 

objetiva (interpretación errónea del artículo 950° de Código Civil). Sin 

embargo, no explica de modo claro en qué consiste esta vulneración, 

es decir, qué error comete el juez a quem, sino que hace referencia 

a “Magistrados Superiores” que consideran que exponer únicamente 

la calidad de servidora del bien contraviene las normas que 

garantizan el debido proceso; por ello, en cuanto a la descripción de 

la infracción normativa considero que no se cumple este requisito. 

 

En ese mismo sentido opina Martín Hurtado Reyes, cuando señala: 

“Para cumplir con las exigencias procesales, el recurrente debe, por 

tanto, describir en qué consiste el error y donde aparece ubicado, 

quien lo cometió y cuáles son sus alcances. Esto significa que no 

solo se debe “afirmar” que se afectó el debido proceso o tutela 

judicial efectiva, sino que debe describir en qué consistiría la 

afectación denunciada…” (HURTADO REYES, 2012. p123) 

 

En cuanto al apartamiento del precedente judicial, la Sala Civil 

Transitoria refiere que la Casación Nº 374-2000 Callao no constituye 

un precedente vinculante, toda vez que no cumple con los 

presupuestos que el artículo 400° del TUO del CPC establece para 

que una Casación se constituya como tal; sin embargo, no realiza un 
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análisis al respecto, extremo en el que considero que debió 

ahondarse a fin de esclarecer qué aspectos descalifican a la 

Casación citada por la recurrente como precedente judicial. 

 

3) demostrar la incidencia directa de la infracción sobre la decisión 

impugnada; sobre esto, la recurrente señala que la errada 

interpretación del artículo 950° del Código Civil hizo que se le 

otorgara la calidad de servidora de la posesión y con ello la 

improcedencia de su pedido. 

 

Sobre este punto Hurtado Reyes señala: “…Luego de ello, se debe 

demostrar en el escrito de casación la relación que existe entre la 

infracción y la resolución impugnada, debiendo acreditar que es 

directa, de tal forma que no es admisible que se permita la existencia 

del error”.  De lo expuesto podemos concluir que si bien es correcto 

que la improcedencia de su demanda está fundamentalmente 

basada en la calidad de servidora de la posesión de la actora; esto 

no guarda relación alguna con una interpretación errónea del artículo 

950° del Código Civil (la cual, como ya se mencionó, tampoco se 

explica), considero que tendría más sentido que se hubiera 

analizado una interpretación errónea del artículo 897° del CC, 

respecto al Servidor de la Posesión, pues es este calificativo el que 

impide que se considere poseedora a la recurrente, y sin dicha 

calidad no es posible adquirir el bien mediante prescripción.  

 

4) indicar si el pedido casatorio es anulatorio o revocatorio. Si fuese 

anulatorio, se precisará si es total o parcial, y si es este último, se 

indicará hasta donde debe alcanzar la nulidad. Si fuera revocatorio, 

se precisará en qué debe consistir la actuación de la Sala. Si el 

recurso contuviera ambos pedidos, deberá entenderse el anulatorio 

como principal y el revocatorio como subordinado, al respecto la 
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recurrente señala que realiza ambos pedidos, tanto de nulidad como 

revocatorio. 

 

V. Conclusiones  

 

a. El presente informe analiza el Expediente N° 00673-2011-0-1001-JR-CI-

01, cuya materia es Prescripción Adquisitiva, demanda interpuesta por 

María Teresa Lastarria Gibaja contra quienes se apersonen con interés en 

representación de Alberto Gibaja Solís y Natalia Paiva Carreño. 

 

b. El Código Civil Peruano vigente recoge en mayoría la teoría sobre el 

derecho de real de Posesión de Rudolf von Ihering; sin embargo, el animus 

domini de Friedrich Karl von Savigny, está presente con claridad en los 

artículos 950° y 951° de dicho Código, de modo que, la concepción de 

Prescripción Adquisitiva de la legislación peruana; de acuerdo a lo referido 

por los autores Jorge Avendaño V. y Francisco Avendaño A. atiende a la 

tesis de Savigny y por ende cuando se mencionar que el poseedor debe 

actuar como propietario, es una indicación de la actitud que debemos 

solicitarle al recurrente en un proceso de Prescripción Adquisitiva. 

 

c. Los requisitos o presupuestos que debería presentar la recurrente en el 

presente caso debieron ser; i) posesión como propietario; al respecto, la 

recurrente ha referido ser poseedora desde su nacimiento, ya que sus 

abuelos y padres domiciliaron en el mismo inmueble que pretende 

usucapir, sin embargo, ya existe un pronunciamiento de la Corte Suprema 

de la República, que en el Segundo Pleno Casatorio Civil desarrolla el 

criterio sobre la calidad de servidor de la posesión que ostentan los hijos 

respecto del derecho posesorio de sus padres; en atención a ello y a la 

aplicación del artículo 897° del Código Civil, es que la recurrente no 
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contaría con el requisito de ser poseedora como propietario; 

adicionalmente ii) posesión por 10 años, la recurrente al haber habitado en 

inmueble desde su nacimiento, por ende, no es posible determinar cuando 

inició una posesión como propietario, si es que llegase a iniciarse, iii) 

posesión continua, esta no puede ser determinada una continuidad 

respecto de una situación que desconocemos cuando inició, iv) Posesión 

Pacífica, que no haya existido violencia, según obra en autos no habrían 

existido perturbaciones a la pacificidad; v) Posesión Pública, de acuerdo a 

las pruebas testimoniales presentadas por la recurrente, existía publicidad 

respecto a la ocupación del inmueble por parte de la demandante. 

d. La Sentencia de primera instancia incurre en error in iudicando, toda vez 

que no evalúa si la recurrente es realmente una poseedora, premisa 

indispensable para analizar la demanda, pues el cumplimiento de cualquier 

otro requisito carece de pertinencia si la recurrente no tiene la calidad de 

poseedora; además que considero no atiende a un requisito de forma y que 

es poco clara en el análisis de los requisitos para adquirir un bien por 

Prescripción Adquisitiva. 

e. La Consulta consagrada en el artículo 408° del TUO del CPC, es un 

instrumento judicial que, ante supuestos específicos y restrictivos, obliga a 

los órganos jurisdiccionales que actúen como primera instancia a solicitar 

la revisión por parte de un juez a quem; en resguardo del interés común. 

f. La Sentencia de segunda Instancia es emitida por la activación del numeral 

2 del artículo 408° del TUO del CPC, pues el representante (curador 

procesal) de la parte emplazada no apeló el fallo que le era adverso a sus 

representados; sin embargo, la modificatoria realizada mediante Decreto 

Legislativo 1384, elimina este supuesto para la realización de una consulta; 

 por ende, casos como el presente con fallos de primera instancia errados 

no tendrían que ser revisados por un tribunal de segunda instancia. 

g. La Sentencia de Vista o de segunda instancia recoge el criterio establecido 

por el Segundo Pleno Casatorio Civil de la Corte Suprema de Justicia de la 

República, en ese sentido, su análisis parte de la evaluación sobre si la 
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recurrente tiene la calidad de poseedora, para lo cual se valió de las 

alegaciones expuestas por esta en su escrito de Demanda; en 

consecuencia, desaprueba la sentencia del a quo y la reforma declarándola 

improcedente. 

h. Ante el recurso de Casación interpuesto por la recurrente contra la 

Sentencia de Vista que le es adversa, la Sala Civil Transitoria reconoce el 

cumplimiento de los requisitos de admisibilidad, sin embargo, en cuanto a 

los requisitos de procedibilidad, concluye que el recurso no es claro ni 

preciso sobre la supuesta infracción normativa en la que habría incurrido la 

Sala en segunda instancia; asimismo, indica que no existe un apartamiento 

inmotivado de precedente procesal, pues el pronunciamiento que cita no 

constituiría precedente judicial en los términos del artículo 400° de TUO del 

CPC; sin embargo, no desarrolla esta indicación. En consecuencia, el 

órgano jurisdiccional declara improcedente el recurso de casación 

interpuesto por la recurrente.   
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